STJSL-S.J. – S.D. Nº 157/14.-

---En la Ciudad de San Luis, a cuatro días de diciembre de dos mil catorce, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URIA, LILIA ANA NOVILLO y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ - Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrase en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar  sentencia en los autos: “RECURSO DE CASACIÓN EN AUTOS: “LOPEZ CARMEN F. y OTROS DAMNIF. CORREA OMAR GERARDO y OTROS (L)” IURIX INC. Nº 8069/2. 
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URIA, LILIA ANA NOVILLO, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ  y  OSCAR EDUARDO GATICA.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 428 del Código Procesal Criminal?

III) ¿En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTION el Dr. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: 1) Que a fs. 1 y vta. el defensor de Cámara Subrogante Dr. Francisco Pérez,  interpone recurso de casación, el que es fundado a fs. 3/6 y vta., contra la sentencia definitiva dictada por la Excma. Cámara Penal Nº 1 de la Primera Circunscripción Judicial de fecha el día 06/11/13, obrante a fs. 697/705 vta de los autos principales, y que resolvió condenar a sus defendidos Marcelo Adrián Ponce, por el delito previsto en el art. 277 3º párrafo Inc. b) del Cód. Penal, a sufrir la pena de cuatro años de prisión, accesorias legales y costas procesales y a Lisandro Ezequiel Fretes, a la pena de tres años de prisión en suspenso, por el mismo delito, ambos en grado de coautores. 

2) Que corresponde en primer término, efectuar el pertinente análisis, a los fines de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos establecidos por la normativa vigente, en punto a la admisibilidad del recurso en cuestión. 

Analizadas las constancias del expediente principal, que a la vista se tiene,  y de fs. 1 y vta. y fs. 6 vta. del presente incidente, se observa que el recurso ha sido interpuesto y fundado en término. Asimismo, ataca una sentencia definitiva de un Tribunal competente, encontrándose el recurrente exento del depósito judicial conforme al art. 431 del Cód. Procesal Penal. 

En consecuencia, debe considerarse, en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 442 del código de rito, que el recurso articulado deviene formalmente procedente. 

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, HORACIO G. ZAVALA  RODRIGUEZ  y  OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA  y  TERCERA CUESTION el Dr. OMAR  ESTEBAN  URIA Dijo: 1) De los antecedentes de la causa surge que, por Sentencia de fecha 06 de noviembre de 2013, se declara culpables a Marcelo Adrián Ponce y Lisandro Ezequiel Fretes, de datos y circunstancias personales de configuración en autos, en los términos de los arts. 277 3º párrafo, inc. b) y 45 del Código Penal, del delito de encubrimiento agravado por ánimo de lucro en grado de autores, y condenarlos a sufrir la pena de cuatro años de prisión, accesorias de ley y costas procesales para el procesado Marcelo Adrián Ponce, disponiendo su internación en el Servicio Penitenciario Provincial; y de tres años de prisión en suspenso, accesorias de ley y costas procesales para el procesado Lisandro Ezequiel Fretes, disponiendo su inmediata  libertad. 

Sostiene el recurrente que entre las fuentes internacionales de jerarquía supralegal, y fundado en la necesidad de afianzar los valores de justicia y seguridad, se establece el llamado “doble conforme”, que posibilita un nuevo examen de la cuestión que desarrolla un órgano pluripersonal, que ello en el marco de un proceso criminal adquiere mayor justificación al estar comprometido el valor libertad y que, por cierto, debe habilitar una vía de revisión amplia, sobre los hechos y el derecho, para de esa forma dar plena efectividad a la garantía judicial en trato. Agrega que ante ello la Corte Suprema de Justicia de la Nación viene entendiendo desde “Casal” (septiembre de 2005), al recurso de casación como una vía de impugnación más abierta, desarticulando la extensión limitada y extraordinaria que tradicionalmente se le asignara, ampliando su extensión hasta el cumplimento de la garantía involucrada.

En el punto III) FUNDAMENTO DEL PRESENTE RECURSO, sostiene el recurrente que, la defensa desde la exposición de las cuestiones preliminares y en sus alegatos señaló al Tribunal un cúmulo de desaciertos, producto de una serie de irregularidades, legalmente insalvables, que detalla y describe, dado que en el fallo cuestionado no hace mención de los alegatos de las partes ni se analizan todas las cuestiones discutidas: nulidad por detención ilegal, nulidad del auto de instrucción, de las indagatorias, de la requisitoria fiscal, e irregularidad del auto de procesamiento. 

Manifiesta que, todas las nulidades absolutas referenciadas fueron traídas por la defensa al debate, tanto en las preliminares como ratificadas al alegar, a lo que el Tribunal debió avocarse y resolver, expidiéndose en la sentencia en crisis por su rechazo total, dando como motivos la falta de perjuicio y la existencia de asistencia letrada (formal). 

Alega que,  las formas de los actos del proceso penal cumplen una función limitadora del poder punitivo estatal, de ello puede hacerse una lógica deducción, en que la llamada nulidad absoluta, es un mecanismo de control de legitimidad constitucional de la actividad del proceso penal. Resalta que ello lleva a aseverar que no es necesario el perjuicio, como requisito para la procedencia de la nulidad absoluta, en el proceso penal. 

Concluye, que en el caso de marras las respuestas a los actos procesales irregulares mencionados, han sido su convalidación, lo cual es válido exclusivamente para las nulidades relativas, idea de la que su Ministerio pide su rechazo y anulación, dado que los defectos señalados carecen de eficacia anulatoria, es decir que la nulidad absoluta no sólo no ha desparecido sino que mas aun se halla consolidada en la sentencia y cita la Teoría del Fruto del Árbol Envenenado. Formula reserva de recurso extraordinario federal. 

2) A fs. 16 obra el Dictamen del Sr. Procurador General de la Provincia, quien se expide por el rechazo del recurso, por los fundamentos que expone, dictamen al que remitimos en honor a la brevedad. 

3) El recurso de casación ha sido definido como el medio de impugnación por el cual, por motivos de derecho específicamente previstos en la ley, una parte postula la revisión de los errores jurídicos, atribuidos a la sentencia de mérito que la perjudica, reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la sentencia y una nueva decisión, con o sin reenvío a un nuevo juicio. (Cfr. TRATADO DE LOS RECURSOS, Tomo III, Recurso de Casación Penal, por Jimena Jatip, Págs. 39/82. Ed. Rubinzal Culzoni).

Calamandrei, en su obra "Estudio Sobre el Proceso Civil", Ed. Bibliográfica Argentina, B.A. 1961, afirma que: "el recurso de casación es una acción de impugnación que se propone ante el órgano jurisdiccional supremo para obtener la anulación de una sentencia de un juez inferior que contenga un error de derecho en la decisión de mérito".

Sin perjuicio de ello, ahora con el alcance del nuevo recurso de casación, surgido de la sentencia de la Corte Suprema en “Casal Matías Eugenio”, del 29/9/2005, según la cual, después de la reforma constitucional de 1994 (Cfr. Art. 75 inc.22) y teniendo en cuenta la jurisprudencia internacional (en particular “HERRERA ULLOA”, 1994,  de La Corte Interamericana de Derechos Humanos), todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia para que un tribunal superior revise íntegramente los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho, con el único límite de los que están íntimamente ligados, a la inmediación real.

La Corte remarcó que, la norma procesal que regula el recurso de casación (art. 456 en la Nación, arts. 428/429 entre nosotros), no restringe el alcance de la casación entendida, de este modo, sino que había sido interpretada restrictivamente y por ende de modo inconstitucional, y por ello no declaró su inconstitucionalidad, sino que estableció cual era el criterio con que debe ser interpretada.

4) Sentado lo anterior, adelanto que comparto el dictamen del Sr. Procurador General de fs. 16, considero, como bien se sostiene en el mismo, que el recurso debe ser rechazado por ser formalmente improcedente, atento que existe otra vía recursiva para subsanar las supuestas nulidades alegadas: el recurso extraordinario de revisión. (Art. 399 y 465 CP Crim.) 

Que en efecto, tal cual lo prescriben ambas normas citadas,  “La inobservancia en la sentencia o el procedimiento dictado por la Cámara Penal Oral en las formas procesales prescriptas bajo pena de nulidad, dará lugar siempre que quien lo interpone haya reclamado oportunamente la subsanación del defecto siendo posible, al recurso de revisión reglamentado en el art. 465 de este Código” este último artículo dispone que: “La sentencia definitiva se ajustara en sus formas a los dispuesto por los arts. 210, 211 y 212 de la Constitución de la Provincia. La violación de la prescripción precedente dará lugar al recurso de revisión, el que se entablara y tramitara de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 398 al 406 de este Código.”  

Se ha sostenido que: “...el recurso de revisión es una acción impugnativa destinada a modificar una sentencia firme en razón de la alteración de las circunstancias de hecho o de derecho que llevaron a su dictado. Al decir de Navarro y Daray (\'Código Procesal Penal de la Nación\', T. II, pág. 244), “es un remedio excepcional o extraordinario, que se dirige contra la cosa juzgada sustantiva... y que supone la verificación de alguna circunstancia nueva -hecho, sentencia o ley-, que permita la revisión. Tiene, se ha afirmado, un fin jurídico práctico, que es el de reparar una injusticia material, verdadera o supuesta (Cfr. C.N.C.P., Sala I, J.P.B.A. 87-89-141) y no el de corregir errores judiciales de apreciación de la prueba)'. A ello puede agregarse que, debido a su carácter extraordinario, todo lo concerniente al recurso de revisión es de interpretación restrictiva. Ello en tanto la revisión no constituye una nueva instancia, sino un remedio instituido con el fin de reparar errores judiciales humanamente posibles o bien aplicar retroactivamente una ley penal más benigna” (in re “HUIRCAN ULLOA”, Se. N° 62/02, entre otras).-
También se ha dicho que: “El recurso de revisión constituye una verdadera excepción al principio casi inconmovible de la autoridad de la cosa juzgada y que tiene, como único fin, el de reparar los daños causados por los posibles errores judiciales.” (Cfr. Sup. Trib. Just. Río Negro, 20/06/1996, "S. H S. s/ RECURSO DE REVISION", c. 89/96, jueces: LEIVA y BALLADINI. www.jusrionegro.com.ar, en http: www.rubinzal.com.ar, acceso 16/10/14). 

Así, la necesidad de ampliar los supuestos de revisión cuando se constata la existencia de un error, resulta imperioso pues en definitiva se trata de consagrar el valor justicia. Precisamente, se debe procurar una aplicación de la revisión que amplíe las posibilidades de remover errores judiciales, cuyo carácter evidentemente sustenta las razones de pura justicia, que fundamentan la revisión (Cfr. Barberá de Risso, María Cristina, “Derecho al recurso. No es abandono de los requisitos formales”, Alveroni Ediciones, Córdoba, 2008, p. 95).-

La fundamentación del recurso de casación, por alguna de las causales establecidas en el art. 428 del C.P. Crim, exige la efectiva demostración del error jurídico, que se le atribuye a la sentencia cuestionada. Así los argumentos de la impugnación deben dirigirse, directa y concretamente, en contra de los preceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia. Tiene que replicarse en forma completa o adecuada a las motivaciones esenciales que el pronunciamiento cuestionado contiene, porque, de otra forma, aquellas permanecen firmes e impiden su revisión.
El recurrente omite precisar cuál es el error jurídico, en que han incurrido los Sres. Camaristas. Sus observaciones apuntan a denunciar supuestas nulidades procesales, pero no fundamenta en torno a las causales propias de la casación exigidas por el art. 428 del C.P. Crim. y las que deben configurase para habilitar esta vía recursiva. 

En consecuencia, considero que la cuestión planteada es ajena al ámbito de la casación, deviniendo improcedente el medio recursivo, más aún cuando el recurso de casación no procura una tercera instancia, con el fin de revisar la justicia material de las sentencias de tribunales de grado, sino más bien el restablecimiento del imperio de la ley, que lleva por consiguiente, una función pública con prescindencia de los intereses de las partes (Cfr. STJSL “García Maiztegui Julio c/ Osvaldo Rubén Muract- D. Ejecutiva- Recurso de Casación”, 27-02-2007).

5) Por último, debemos recordar aquí, que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que, en orden a la justicia represiva, el deber de los magistrados, cualesquiera fueren las peticiones de la acusación y la defensa o las calificaciones que ellas mismas hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, deber que encuentra su límite en el ajuste del pronunciamiento a los hechos que constituyeron la materia del juicio, y que ello es así, porque la correlación necesaria entre el hecho comprendido en la declaración indagatoria, el que fue objeto de acusación, y el que fue considerado en la sentencia final, correlación que es natural corolario del principio de congruencia, debe ser respetado en todo caso (Cfr. Fallos:186:297; 242:227; 246:357; 284:54; 298:104; 302:328, 482 y 791; 304:1270, entre otros).
Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ  y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTION el Dr. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: Que en consecuencia, de conformidad a lo resuelto en la primera cuestión, corresponde el rechazo del Recurso de Casación interpuesto. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTION el Dr. OMAR ESTABAN URIA Dijo: Con costas al recurrente.
Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
San Luis, diciembre cuatro  de dos mil catorce.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto.-
II) Con costas al recurrente.
REGISTRESE  y NOTIFIQUESE.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URIA,  LILIA ANA NOVILLO y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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